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RESUMEN

Este trabajo aborda una modalidad de control constitucional novedosa en el sis­
tema de justicia constitucional ecuatoriano: la facultad de la Corte Constitucional 
para declarar de oficio la inconstitucionalidad de normas conexas. La falta de 
claridad en algunos preceptos normativos que rigen este instituto, su reciente in­
clusión y la ausencia de estudios académicos específicos ha desembocado en que 
su alcance continúe siendo una interrogante en varios de sus aspectos relevantes. 
Los objetivos del trabajo son, por un lado, examinar el desarrollo normativo y 
jurisprudencial de la declaratoria de inconstitucionalidad por conexidad, a fin de 
comprender sus características en el diseño jurídico ecuatoriano; y, por otro, iden­
tificar los principales nudos críticos que dificultan el adecuado ejercicio de esta 
herramienta. Para este efecto, se analizará la regulación normativa y su desarrollo 
jurisprudencial. Como se podrá apreciar, a pesar de haber ejercido esta atribución 
en múltiples ocasiones, la Corte Constitucional no ha contestado todas las dudas 
que giran en torno a la aplicación de esta importante figura; fue a partir de la emi­
sión de la sentencia 1024-19-JP/21, en el año 2021, que la Corte ha empezado a 
desarrollar expresamente algunas pautas para el ejercicio de esta atribución.

Palabras clave: Derecho Constitucional, Corte Constitucional, justicia constitu­
cional, control de constitucionalidad, control constitucional de oficio, conexidad 
normativa, jurisprudencia constitucional, incidente de inconstitucionalidad.

ABSTRACT

This article addresses a novel modality of constitutional review applied in Ecua­
dorian constitutional justice: the faculty of the Constitutional Court to declare 
related statutes unconstitutional ex officio. As its scope remains unclear, it is due 
to the ambiguity of the legal standards that govern this mechanism, its recent 
addition to the system, and the lack of studies about it. Firstly, the objective of 
this essay is to analyze the content of legislation and jurisprudence about the 
declaration of unconstitutionality of related statutes for understanding its principal 
attributes in the Ecuadorian legal context. Secondly, the purpose is to compre­
hend the main critical points that contribute to the difficulties associated with 
the utilization of this faculty. For that matter, the focus of the analysis will be the 
applicable rules, emphasizing case law. Even though the Constitutional Court has 
applied this mechanism numerous times, it has not answered many doubts about 
its implementation. The development of guidelines for the implementation of this 
faculty has only begun since issuing judgment 1024-19-JP/21 in 2021.

Keywords: Constitutional law, Constitutional Court, constitutional justice, judicial 
review, ex officio constitutional review, related rules, constitutional case law.
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INTRODUCCIÓN

E l control de constitucionalidad1 cumple un rol fundamental en el orden jurídico 
de un país, pues asegura la eficacia del texto constitucional y garantiza su supre-

macía; inclusive en doctrina se suele afirmar, con toda razón, que la ausencia de un 
sistema de control constitucional impediría la vigencia de un Estado constitucional.2

En el presente trabajo se analizará una modalidad de control constitucional in-
troducida en la Constitución vigente en Ecuador desde el año 2008. Se trata de la 
atribución de la Corte Constitucional para declarar de oficio la inconstitucionalidad 
de normas por conexidad. Aunque esta facultad ha sido ejercida en múltiples ocasio-
nes por todas las conformaciones de la alta magistratura constitucional, su discusión 
académica ha sido insuficiente, por lo que el debate en torno a su naturaleza jurídica, 
contenido y características continúa inconcluso.

Recientemente, la composición de la Corte Constitucional integrada en el año 2019 
dictó un fallo que podría contribuir al estudio y desarrollo de esta modalidad de con-
trol; se trata de la sentencia 1024-19-JP/21, que será analizada en el presente trabajo. 

REGULACIÓN DE LA INCONSTITUCIONALIDAD
POR CONEXIDAD EN ECUADOR

La facultad de la Corte Constitucional para declarar la inconstitucionalidad de nor-
mas por conexidad nace de la propia Constitución; es su artículo 436, en su número 
3, que reconoce la atribución para “3. Declarar de oficio la inconstitucionalidad de 
normas conexas, cuando en los casos sometidos a su conocimiento concluya que una 
o varias de ellas son contrarias a la Constitución”.3

Como se puede apreciar, el precepto constitucional citado es bastante general al 
describir esta atribución. Se refiere, esencialmente, a que dentro de los procesos de 
competencia de la Corte Constitucional se podrá declarar la inconstitucionalidad de 

1.	 Al hacer alusión al control constitucional en el presente trabajo, nos referimos exclusivamente al control 
jurídico. 

2.	 Riccardo Guastini, “La constitucionalización del ordenamiento jurídico: El caso italiano”, en Neoconsti
tucionalismo(s), ed. Miguel Carbonell (Madrid: Trotta, 2009), 50-1. Diego Valadés, “La garantía política 
como principio constitucional”, en Derecho Constitucional e Instituciones Políticas. Ensayos en Honor del 
prof. Dr. Hernán Salgado Pesantes (Quito: Corporación de Estudios y Publicaciones, 2015), 25.

3.	 Ecuador, Constitución de la República del Ecuador, Registro Oficial 449, 20 de octubre de 2008, art. 
436.3.
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normas contrarias a la norma suprema, sin que medie petición de parte y cuando se 
verifique la presencia de conexidad.

Dicho esto, podemos identificar dos inquietudes iniciales cuya respuesta es indis-
pensable para comprender el alcance de esta atribución. En primer lugar, corresponde 
analizar si al referirse la Constitución, de modo amplio, a que este mecanismo se 
ejercerá “en los casos sometidos a su conocimiento”, significa que podría aplicarse en 
todo tipo de procesos que conoce la Corte Constitucional o si se restringe a procesos 
de inconstitucionalidad, como ocurre en otros países de la región.

Y, en segundo lugar, es necesario comprender qué se entiende por “normas cone-
xas”, dado que la conexidad es el presupuesto principal para que opere esta modalidad 
de control constitucional. El esclarecimiento de ambos puntos no es tan sencillo y no 
puede ser analizado aisladamente.

PROCESOS EN LOS QUE LA CORTE CONSTITUCIONAL
PODRÍA EJERCER ESTA ATRIBUCIÓN

Como se puede observar de la redacción del artículo 436 número 3 de la Constitu-
ción, la Corte estaría habilitada para declarar inconstitucional un precepto normativo 
por conexidad en cualquier caso sometido a su conocimiento, sin importar el tipo de 
proceso que sea.

Esta característica diferenciaría la facultad de la Corte Constitucional ecuatoriana 
respecto de otras figuras similares reconocidas en países de la región.

En efecto, el artículo 77 del Código Procesal Constitucional peruano, dentro del 
capítulo relativo a las disposiciones generales de los procesos de inconstitucionalidad, 
establece que: “La sentencia que declare la ilegalidad o inconstitucionalidad de la 
norma impugnada declarará igualmente la de aquella otra a la que debe extenderse 
por conexión o consecuencia”.4 Por lo tanto, en Perú sería viable una declaratoria por 
“conexión” solamente dentro de un proceso de inconstitucionalidad que se encuentre 
en conocimiento del Tribunal Constitucional.

De modo similar, el artículo 78 del Código Procesal Constitucional de Bolivia esta-
blece los efectos que podría tener un fallo que resuelve una acción de inconstitucionali-
dad abstracta; su número 5 determina: “La inconstitucionalidad de otros preceptos que 
sean conexos o concordantes con la norma legal impugnada que deberán ser referidos 
de forma expresa, en cuyo caso tendrán los mismos efectos que en lo principal”.5

4.	 Perú, Código Procesal Constitucional, Ley 31307, Diario Oficial n.º 16133, 23 de julio de 2021, art. 77.
5.	 Bolivia, Código Procesal Constitucional, Ley 254, Gaceta Oficial de Bolivia 392NEC, 5 de julio de 2012, 

art. 78.5.
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En tal virtud, en ambos países se reconoce una figura similar a la inconstitucionali-
dad por conexidad prevista en nuestro país; sin embargo, su regulación legal delimita 
con absoluta claridad el tipo de procesos en los cuales los tribunales podrían ejercer 
aquella declaratoria. Contrario a lo que ocurre en Ecuador, pues la Constitución se 
refiere, de manera general, a los casos sometidos al conocimiento de la Corte Consti-
tucional, sin restringir su ejercicio a los procesos de inconstitucionalidad.

Bajo estas consideraciones, en principio, la inconstitucionalidad de una dispo-
sición jurídica por conexidad en Ecuador podría ser declarada en cualquiera de las 
acciones de competencia de la Corte Constitucional y no solamente en procesos de 
inconstitucionalidad. La única excepción a esta regla se genera dentro de la acción 
de interpretación constitucional, debido a que la propia Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional (en adelante LOGJCC) prohíbe a la Corte 
que declare la inconstitucionalidad de normas conexas al conocer este tipo de acción.6

Sobre este aspecto, es oportuno recordar que, en el diseño del Estado ecuatoriano, 
la Corte Constitucional tiene a su cargo una amplia gama de competencias que van 
más allá de los procesos de inconstitucionalidad. Por ejemplo, administra justicia a 
través de la resolución de garantías jurisdiccionales que recaen en su conocimiento, en 
las cuales se analiza si el acto u omisión demandado violó derechos constitucionales y, 
de ser el caso, se establecen las reparaciones correspondientes. Así mismo, es el máxi-
mo órgano de control constitucional, tarea que es ejercida por medio de varias atri-
buciones orientadas a garantizar la supremacía formal y material de la Constitución. 

Dentro de esta última función, existen diversas modalidades de control; una de 
ellas, es el control abstracto de constitucionalidad, que “se produce cuando se juzga 
la constitucionalidad de una norma con independencia de cualquier aplicación de la 
misma a un caso concreto”.7

Según el artículo 75 de la LOGJCC, la Corte Constitucional ejerce este tipo de 
control en puntuales ocasiones, siendo la más usual en la resolución de la acción pú-
blica de inconstitucionalidad, que cabe, principalmente, en contra de actos normativos 
y actos administrativos de efectos generales.8 Dicho de otra manera, en el ordena-
miento jurídico ecuatoriano se reconocen “varios procedimientos de control abstracto 

6.	 Ecuador, Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, Registro Oficial 52, Su-
plemento, 22 de octubre de 2009, art. 161.5.

7.	 Agustín Grijalva, Constitucionalismo en Ecuador (Quito: Centro de Estudios y Difusión del Derecho 
Constitucional, 2012), 173-4.

8.	 Ecuador, Constitución de la República del Ecuador, art. 436.2 y 4.
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cuyo objeto es asegurar la unidad y coherencia del orden jurídico, así, por ejemplo, la 
acción de inconstitucionalidad”.9

Ahora bien, la declaratoria por conexidad podría ser concebida, tradicionalmente, 
como un examen abstracto de constitucionalidad, pues tiene por objeto identificar y 
eliminar las incompatibilidades normativas entre la Constitución y las disposiciones 
inferiores. Por ello, en países como en Bolivia o Perú el ejercicio de esta atribución 
está restringido a los procesos de inconstitucionalidad en los que el Tribunal Constitu-
cional verifica si las disposiciones jurídicas se ajustan al texto constitucional.

No obstante, la forma en que fue prevista esta atribución en Ecuador es más amplia 
y puede traer consigo algunas variaciones con su visión tradicional e inclusive algunas 
dificultades, pues al no haber limitado el ejercicio de esta facultad a los procesos de 
inconstitucionalidad abstracta, se entiende que la Corte Constitucional podría declarar 
la inconstitucionalidad de una disposición normativa por razones de conexidad en 
cualquiera de las acciones de su competencia, a pesar de que no todas sus funciones 
se circunscriben al control de constitucionalidad.

Por ejemplo, el objeto de una garantía jurisdiccional como la acción extraordinaria 
de protección es resolver si una decisión jurisdiccional vulneró derechos constitucio-
nales. Dicho de otra forma, en una acción de esta naturaleza no se examina la constitu-
cionalidad de los preceptos jurídicos, sino si el acto u omisión de la autoridad judicial 
lesionó los derechos alegados.

En este sentido, se prevén acciones de competencia de la Corte Constitucional que 
no tienen por finalidad el control abstracto de constitucionalidad respecto de dispo-
siciones normativas; entonces ¿cómo se podría establecer la existencia de “normas 
conexas”, si el objeto de tales procesos no son las normas, sino otro tipo de actos u 
omisiones?

Una complicación adicional es que, siguiendo el ejemplo de la acción extraordi-
naria de protección, se debe recordar que el legitimado pasivo es el órgano judicial 
que dictó la decisión impugnada, no la autoridad que emitió una norma que podría 
considerarse “conexa”. En tal virtud, en la resolución de una acción extraordinaria de 
protección, en ningún momento se cuenta con la autoridad emisora de las normas que 
podrían ser declaradas inconstitucionales por conexidad, lo cual impediría conocer 

9.	 Marco Navas, “El papel de la justicia constitucional en el Ecuador en el marco de un constitucionalismo 
complejo”, en La decisión judicial y el rol de los tribunales en el Estado democrático de derecho, coord. 
Jorge Douglas Price y Diego J. Duquelsky Gómez (Buenos Aires: Ministerio de Justicia y Derechos Hu-
manos de la Nación, 2016), 626.
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su pronunciamiento en igualdad de condiciones en un proceso10 que podría culminar 
con la expulsión del ordenamiento jurídico de una disposición jurídica de su autoría. 
En otras palabras, ¿cómo podría intervenir el órgano con potestad normativa, sea para 
defender o impugnar la constitucionalidad de la norma,11 en un proceso configurado 
procesalmente para otro propósito?

Aquellas dificultades han propiciado que cierto sector de la doctrina sea crítico 
sobre la posibilidad de que la declaratoria de inconstitucionalidad por conexidad sea 
ejercida en procesos diferentes a los del control de constitucionalidad; así, se ha afir-
mado que: “la declaratoria de inconstitucionalidad de normas es una competencia que 
le corresponde a la Corte Constitucional, exclusivamente, en procesos de control de 
constitucionalidad y no cuando conoce garantías jurisdiccionales”.12

Por su parte, la Corte Constitucional para el período de transición, que emitió por 
primera vez una sentencia en la que declaró una inconstitucionalidad por conexidad 
dentro de una acción por incumplimiento, señaló que “la Corte Constitucional es com-
petente para declarar la inconstitucionalidad de oficio de normas conexas no solamen-
te en acciones de inconstitucionalidad, sino en general ‘en los casos sometidos a su 
conocimiento’ ”.13

A partir de dicho fallo, ha sido frecuente encontrar sentencias expedidas por la 
Corte Constitucional, en las que se ha ejercido esta atribución en procesos diferentes a 
los del control abstracto de constitucionalidad. La conformación de la Corte Constitu-

10.	 La doctrina asevera que la inconstitucionalidad de una norma involucra un proceso: “Los Tribunales 
Constitucionales son órganos jurisdiccionales [...] ya que resuelven como órganos independientes, solo 
sometidos a la Constitución, conflictos por medio de un proceso que debe ser justo, aun cuando sea de de-
recho objetivo...”. Humberto Nogueira Alcalá, “Los tribunales constitucionales de América del Sur y sus 
competencias”, Provincia, n.º especial (2005): 31. Un proceso, en el ámbito jurídico, consiste en un medio 
para confrontar posturas regularmente opuestas entre sí; es decir, un proceso se caracteriza, comúnmente, 
por la bilateralidad de partes que buscan el pronunciamiento de una autoridad imparcial que resolverá la 
pretensión contenida en la demanda, con autoridad de cosa juzgada. El profesor Alvarado Velloso señala 
que “...el proceso no es otra cosa que una serie lógica y consecuencial de instancias bilaterales conectadas 
entre sí por la autoridad”. Sistema Procesal, Garantía de Libertad (Lima: A&C Ediciones, 2018), 295. Por 
esta razón, al tratarse de un proceso, aunque con marcadas diferencias respecto de un proceso jurisdiccio-
nal común, en mi opinión sí corresponde garantizar la bilateralidad y contar con la intervención del órgano 
emisor de la norma cuestionada en una demanda de inconstitucionalidad.

11.	 La intervención del órgano emisor de una norma demandada es relevante procesalmente por lo expresado 
en la referencia previa. Muestra de aquello, en nuestra legislación, según el artículo 80, número 2, letra c) 
de la LOGJCC, existe el imperativo de correr traslado de la demanda de inconstitucionalidad admitida a 
trámite a dicho órgano a fin de que defienda o impugne la constitucionalidad de la norma.

12.	 Juan Francisco Guerrero, Las Garantías Jurisdiccionales Constitucionales en el Ecuador (Quito: Instituto 
Iberoamericano de Derecho Constitucional / Corporación de Estudios y Publicaciones, 2020), 233.

13.	 Ecuador, Corte Constitucional, Sentencia 002-09-SAN-CC, 2 de abril de 2009, 20.
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cional del año 2012 mantuvo el criterio de la integración anterior y aplicó esta figura 
en acciones extraordinarias de protección.

Por ejemplo, en la sentencia 102-13-SEP-CC, dictada en una acción extraordinaria 
de protección, hizo un examen de constitucionalidad por conexidad de los artículos 
40 y 42 de la LOGJCC. En dicha ocasión, respecto del control de normas conexas, la 
Corte manifestó que “esta competencia revela la clara intención del Constituyente de 
permitir el control oficioso de la constitucionalidad por parte del máximo órgano de 
justicia constitucional ecuatoriano por diferentes vías, y ya no únicamente a través de 
las acciones dispositivas de inconstitucionalidad”.14 Similar consideración se realizó 
en la sentencia 182-15-SEP-CC.15

La integración de la Corte Constitucional del año 2015 mantuvo aquel criterio. Un 
ejemplo lo encontramos en la sentencia 072-17-SEP-CC,16 en la cual se realizó control 
de constitucionalidad por conexidad del artículo 60 de la Ley Orgánica de Servicio 
Público. Por su parte, en la sentencia 140-18-SEP-CC17 se declaró la inconstituciona-
lidad del segundo inciso de la disposición transitoria décima primera de la Ley Orgá-
nica de Educación Superior, como una garantía de no repetición.

La integración del año 2019 de la Corte Constitucional ha ejercido esta atribución, 
especialmente, dentro de consultas de norma o en objeciones presidenciales a proyec-
tos de ley aprobados por la Asamblea Nacional, que, si bien no son acciones de incons-
titucionalidad en sentido estricto, sí son mecanismos de control de constitucionalidad.18 
Ejemplos de este tipo de decisiones los encontramos en los dictámenes 5-19-OP/1919 
y 1-21-OP/21,20 en los que la Corte se pronunció sobre normas no invocadas expresa-
mente por el Presidente de la República en su objeción por inconstitucionalidad. En 
tanto que, respecto de las consultas de norma, está la sentencia 14-15-CN/19,21 que se 
refirió acerca del artículo 202 del Código Orgánico Integral Penal.

Para finalizar esta sección, corresponde indicar que, pese a las dificultades que 
se han expresado sobre la posibilidad de declarar inconstitucionales normas por co-

14.	 Ecuador, Corte Constitucional, Sentencia 102-13-SEP-CC, 4 de diciembre de 2013, 19.
15.	 Ibíd., Sentencia 182-15-SEP-CC, 3 de junio de 2015, 20-1.
16.	 Ibíd., Sentencia 072-17-SEP-CC, 15 de marzo de 2017, 49.
17.	 Ibíd., Sentencia 140-18-SEP-CC, 18 de abril de 2018, 64.
18.	 Según el artículo 75 numeral 2 de la LOGJCC, la resolución de las objeciones por inconstitucionalidad 

planteadas por el Presidente de la República en el proceso de formación de la ley, es una forma de control 
abstracto de constitucionalidad. En el mismo sentido, el artículo 143 numeral 1 de la LOGJCC, se estable-
ce que los fallos de las consultas de norma pueden tener los mismos efectos que los del control abstracto 
de constitucionalidad.

19.	 Ecuador, Corte Constitucional, Dictamen 5-19-OP/19, 4 de diciembre de 2019.
20.	 Ibíd., Dictamen 1-21-OP/21, 17 de marzo de 2021.
21.	 Ibíd., Sentencia 14-15-CN/19, 14 de mayo de 2019.
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nexidad en todos los procesos que conoce la Corte Constitucional, considero que la 
solución no es abolir este instituto. En mi opinión, existen mecanismos que podrían 
solventar gran parte de las dificultades y regular esta modalidad de control para que 
sea una herramienta útil y efectiva para garantizar la supremacía de la Constitución. 
Algunas de estas opciones fueron desarrolladas en la sentencia 1024-19-JP/21 que se 
examinará más adelante.

¿QUÉ SE ENTIENDE POR CONEXIDAD?

Esta segunda interrogante es tan importante como la primera, puesto que la conexi-
dad es el presupuesto básico para que la Corte Constitucional declare inconstitucional 
una norma al amparo del artículo 436 número 3 de la Constitución.

Si entendiéramos que la conexidad es sinónimo de unidad, esta primera inquietud 
parecería despejarse con la LOGJCC, debido a que su artículo 76 número 9 desarrolla 
los requisitos para que exista unidad normativa. Inclusive, la Corte Constitucional ha 
manifestado que la declaratoria de inconstitucionalidad por conexidad “está limitada 
a que exista unidad normativa por producirse una de las circunstancias determinadas 
en el artículo 76 numeral 9 de la LOGJCC”.22

Según el precepto legal en mención, se presumirá que existe unidad normativa: (i) 
si una disposición jurídica demandada está reproducida en otro texto normativo, (ii) 
si no es posible resolver sobre un precepto jurídico sin pronunciarse sobre otro con 
el cual guarda conexión estrecha; o, (iii) si la norma impugnada es consecuencia o 
causa directa de otras normas no impugnadas.23 Por ejemplo, en la sentencia 18-21-
CN/21 se declaró la inconstitucionalidad de una disposición legal y, por existir unidad 
normativa, se determinó la inconstitucionalidad de sus disposiciones reglamentarias; 
en aquella ocasión, se indicó: “para garantizar la supremacía constitucional y la cohe-
rencia normativa, las normas conexas señaladas deben correr la suerte de la principal 
y deben ser declaradas inconstitucionales”.24

En este contexto, si se considera que el legislador calificó como unidad norma-
tiva lo que el constituyente denominó conexidad, se concluiría que existen criterios 
expresos y ciertos acerca de su alcance, dado que tendría lugar siempre que la Corte 
identifique alguna de las condiciones descritas previamente.

Sin embargo, el principal inconveniente de esta aparente solución es que el artículo 
76 de la LOGJCC reconoce los principios y reglas específicos del control abstracto de 

22.	 Ecuador, Corte Constitucional, Dictamen 1-21-OP/21, 3.
23.	 Ecuador, Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, art. 76.9.
24.	 Ecuador, Corte Constitucional, Sentencia 18-21-CN/21, 19 de septiembre de 2021, 15.
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constitucionalidad, sin que sean aplicables al resto de atribuciones de la Corte Consti-
tucional. Esto por cuanto los criterios de unidad normativa solamente podrían aplicar-
se en el ejercicio del control de constitucionalidad, pues todos sus presupuestos parten 
de la existencia de disposiciones jurídicas demandadas, característica excluyente de 
los procesos de inconstitucionalidad, que no podrían aplicarse fácilmente en garantías 
jurisdiccionales, al tener estas un objeto diferente al de la compatibilidad normativa 
propia del control constitucional. Dicho de otra manera, “estos criterios son plena-
mente aplicables en los procesos de acción por inconstitucionalidad, y la conexidad se 
determinará en función de la norma cuestionada originalmente”.25

Entonces, si la declaratoria por conexidad aplicaría en nuestro país solamente en 
las acciones de control abstracto de constitucionalidad, como ocurre en Perú o en Bo-
livia, la LOGJCC habría resuelto la interrogante sobre qué se entiende por conexidad. 
No obstante, como se indicó, la Constitución no delimitó el ejercicio de esta figura 
a tales acciones, lo cual conlleva que la respuesta a la pregunta inicial, sobre cómo 
entender a la conexidad no se resuelve con la LOGJCC.

En Bolivia y en Perú, países en los que solamente cabe este tipo de declaratoria 
dentro de los procesos de inconstitucionalidad abstracta, ha sido la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional la que ha desarrollado el alcance de la conexidad. Aquel desa-
rrollo es muy similar a los parámetros fijados en el artículo 76 de la LOGJCC, pues el 
Tribunal peruano, de modo similar al Tribunal Plurinacional boliviano,26 ha afirmado 
que la declaratoria de inconstitucionalidad respecto de normas no demandadas, pro-
cede en dos supuestos, por conexidad o consecuencia.27

En Ecuador, al haberse reconocido el ejercicio de esta atribución en todos los pro-
cesos de competencia de la Corte Constitucional, los parámetros legales señalados 
serían insuficientes debido a que no se aplican para las otras acciones que recaen en 
conocimiento de la magistratura. En consecuencia, sin lugar a duda, será el desarrollo 
jurisprudencial el que guíe el ejercicio de esta atribución.

La Corte Constitucional ecuatoriana, hasta la emisión de la sentencia 1024-19-
JP/21, no desarrolló criterios claros sobre cómo identificar una inconstitucionalidad 
por conexidad en el ejercicio de atribuciones diferentes a las del control abstracto de 
constitucionalidad, por lo que, para complementar los criterios legales sobre unidad 
normativa, será indispensable analizar lo dicho en aquel fallo a fin de tener una pers-
pectiva completa sobre cómo entender la conexidad.

25.	 Juan Francisco Guerrero, “Aproximación al control abstracto de constitucionalidad. La acción de incons-
titucionalidad”, en Apuntes de Derecho Procesal Constitucional, t. III, ed. Juan Montaña (Quito: Centro 
de Estudios y Difusión del Derecho Constitucional, 2012), 140.

26.	 Ver: Bolivia, Tribunal Constitucional Plurinacional, Sentencia 0012/2021, 11 de marzo de 2021.
27.	 Perú, Tribunal Constitucional, Sentencia 045-2004-PI/TC, 29 de octubre de 2005, 32.
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Una cuestión adicional, relevante para discutir sobre el contenido de la conexidad, 
es la determinación sobre si esta figura se aplica estrictamente sobre las disposiciones 
jurídicas o si también lo hace frente a sus normas. Al respecto, es necesario distinguir 
con absoluta claridad ambos conceptos que, aunque están relacionados entre sí, no 
significan lo mismo.

La disposición corresponde a la prescripción, texto o enunciado normativo que 
consta en una fuente de derecho; mientras que la norma se relaciona con su regla o 
reglas de contenido. Sobre esto, una “disposición es por tanto el objeto de la interpre-
tación, la norma es su resultado”.28

Lo dicho reviste de gran importancia para el control de constitucionalidad, puesto 
que, en el sistema ecuatoriano existe la posibilidad de que la Corte Constitucional 
declare la inconstitucionalidad de una norma, pero no de la disposición jurídica. Esto 
puede ocurrir en la consulta de norma, ya que el artículo 143 numeral 2 de la LO-
GJCC, permite que se declare la inconstitucionalidad de la aplicación del enunciado a 
un supuesto fáctico específico, es decir, de la norma y no de la disposición.

Esta opción, que deriva principalmente del judicial review estadounidense, admite 
“una declaración de inconstitucionalidad tan solo de la norma (no de la disposición de 
la que aquella proviene)”.29 Esto nos conduce a reflexionar si la conexidad se basa en 
una correspondencia entre disposiciones o textos, o si va más allá e involucra también 
a sus normas.

¿SE TRATA DE UNA FACULTAD OFICIOSA
EN SENTIDO ESTRICTO?

Si bien la literalidad del texto constitucional parecería calificar sin más esta facul-
tad como oficiosa, es importante delimitar el ámbito del carácter oficioso que tendría 
la Corte Constitucional, dado que, como se observará, este no es absoluto.

El debate sobre la conveniencia o no de atribuir de facultades oficiosas a órganos 
que ejercen control constitucional constituye un aspecto que no está libre de discusión.

Uno de los principales promotores del control de constitucionalidad, el jurista aus-
triaco Hans Kelsen, al analizar cuáles serían las alternativas óptimas para fijar la legi-

28.	 Riccardo Guastini, Interpretar y argumentar (Madrid: Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 
2014), 78. 

29.	 Francisco Fernández Segado, “La Jurisdicción Constitucional ante el siglo XXI (La quiebra de la bipola-
ridad ‘sistema americano-sistema europeo-kelseniano’ y la búsqueda de nuevas variables explicativas de 
los sistemas de control de constitucionalidad)”, Anales de la Academia Nacional de Derecho y Ciencias 
Sociales de Córdoba, vol. XLI (2002): 69. 
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timación activa de un proceso de control constitucional, reconoció que existen varias 
alternativas para establecer quién o quiénes están legitimados para acudir al Tribunal 
Constitucional: admitió que podría autorizarse una actio popularis, aunque advirtió 
que podría suponer un elevado congestionamiento de procesos. Planteó, como otra 
opción, que las autoridades públicas estén habilitadas para formular una demanda ante 
el Tribunal Constitucional.

Como otra alternativa, se pronunció sobre el inicio de un proceso de control de 
constitucionalidad de oficio por parte del mismo Tribunal. Al respecto, manifestó que 
“puede ocurrir no únicamente cuando, por ejemplo, llamado a examinar la legalidad 
de un reglamento el Tribunal se encuentra con la inconstitucionalidad de la ley con 
la cual el reglamento está en contradicción”;30 con lo cual, entre las alternativas que 
planteó, Kelsen ya enunció una fórmula similar a lo que hoy concebimos como cone-
xidad, pues reconoció que el Tribunal Constitucional podría conocer la validez de una 
disposición jurídica que no fue expresamente demandada.

Ahora bien, también es cierto que se han desarrollado varios reparos a las facul-
tades oficiosas de los órganos que ejercen esta atribución. Por ejemplo, el profesor 
Javier Pérez Royo sostiene que en los países en los que se confíe el control de consti-
tucionalidad a un Tribunal no debería permitirse su actuación de oficio:

Si el Tribunal Constitucional pudiera controlar de oficio la constitucionalidad de la ley, el 
Estado Democrático no podría sobrevivir, ya que estaría atribuyendo de forma general a 
un órgano no legitimado democráticamente de manera directa y que no es responsable ante 
nadie, el control de los actos de un órgano que sí está legitimado democráticamente de ma-
nera directa y que tiene que renovar periódicamente su legitimidad a través de la elección 
de los ciudadanos.31

Por otro lado, en los sistemas que han optado por un modelo de control difuso, el 
sector mayoritario32 aprueba que los operadores de justicia efectúen un control con-
creto aún sin que las partes del litigio original lo hayan requerido expresamente.33

30.	 Hans Kelsen, “La garantía jurisdiccional de la Constitución (La justicia constitucional)”, en Hans Kelsen 
sobre la Jurisdicción Constitucional, ed. Domingo García Belaunde (Lima: Universidad Inca Garcilaso 
de la Vega-Cuadernos del Rectorado, 2017), 96.

31.	 Javier Pérez Royo, Curso de Derecho Constitucional (Madrid: Marcial Pons, 2018), 119.
32.	 Víctor Bazán, “El control de constitucionalidad de oficio en la jurisprudencia de la Corte Suprema de 

Justicia argentina”, Revista de Derecho Político UNED, n.º 60 (2004): 421. Jorge Reinaldo Vanossi, “El 
control de constitucionalidad ‘de oficio’ y el control de convencionalidad: ‘una de cal y una de arena’ ”, en 
Temas actuales del Derecho, coord. Wendy González Méndez y José Heriberto García Peña (Ciudad de 
México: Universidad Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2014), 564. 

33.	 Germán Bidart Campos, Manual de la Constitución reformada (Buenos Aires: Ediar, 1996), 436. 
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En nuestro país, sobre las facultades oficiosas de los órganos que ejercen control 
constitucional, también han existido posturas contrapuestas en la literatura jurídica 
especializada. Por ejemplo, el profesor Juan Francisco Guerrero considera que “se ha 
pensado que los organismos como las cortes y tribunales constitucionales [...] deben 
tener como límite intrínseco de sus actuaciones el que solamente pueden actuar a pe-
tición de parte y dentro del ámbito delimitado por quien requiere su intervención”.34  
En una línea similar, se ha advertido que las facultades oficiosas de los órganos que 
ejercen control constitucional “pueden ser peligrosas, por lo que, deberían ser acti-
vadas por las partes que estén legitimadas para este efecto, quienes delimitan con su 
impugnación el ámbito de análisis”.35

Por su parte, Rafael Oyarte, al analizar las atribuciones del Tribunal Constitucional 
de 1998, sobre el control de oficio, puntualizó que “es conveniente este tipo de control 
en tanto y en cuanto no se debe esperar a que se accione una inconstitucionalidad por 
alguien cuando esta resulta evidente”.36

La Constitución de 1978-79, reformada en el año 1983, reconoció en favor del 
entonces Tribunal de Garantías Constitucionales la potestad de “Suspender, total o 
parcialmente, en cualquier tiempo de oficio o a petición de parte los efectos de las 
leyes [...] que fueren inconstitucionales por la forma o por el fondo”.37

Este control de oficio por parte del Tribunal de Garantías Constitucionales, como 
lo recuerda el profesor Hernán Salgado, subsistió hasta 1992.38 Un ejemplo de este 
tipo de control lo encontramos en uno de los fallos del Tribunal de Garantías Constitu-
cionales, dictado respecto del artículo 72 de la Ley de Régimen Municipal. En aquella 
ocasión, el proceso que culminó con la suspensión de la última frase de su número 44, 
fue promovido por el Presidente del Tribunal.39

34.	 Guerrero, “Aproximación al control abstracto de constitucionalidad. La acción de inconstitucionalidad”, 
117.

35.	 Esteban Polo, “La Corte Constitucional del Ecuador: sus atribuciones y su rol en la pandemia provocada 
por el Covid-19”, Revista Judicatura-Asociación de Magistrados del Uruguay, n.º 69 (2020): 17. 

36.	 Rafael Oyarte, “La supremacía constitucional”, en Derecho Constitucional para fortalecer la democracia 
ecuatoriana, dir. Marco Morales (Quito: Tribunal Constitucional del Ecuador / Konrad Adenauer, 1999), 
87-8.

37.	 Ecuador, Codificación de la Constitución Política de la República del Ecuador, Registro Oficial n.º 569, 
1 de septiembre de 1983, codificada el 16 de mayo de 1984, art. 141.4.

38.	 Hernán Salgado, Manual de Justicia Constitucional (Quito: Instituto de Derecho Público Comparado, 
Universidad Carlos III de Madrid / Comisión Europea / Tribunal Constitucional del Ecuador / Corporación 
Editora Nacional, 2004), 58.

39.	 Hernán Salgado et al., El Tribunal de Garantías Constitucionales, conflictos y jurisprudencia período 
1980-1990 (Quito: ILDIS / Fundación Friedrich Ebert, 1990), 299.
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Ahora bien, como se puede apreciar, el control oficioso de constitucionalidad des-
de una perspectiva amplia involucra una facultad para promover esta clase de proce-
sos de control sobre disposiciones jurídicas, sin que exista petición de parte a través 
de una demanda.

En cuanto a la declaratoria por conexidad, según la Constitución ecuatoriana de 
2008, no se prevé la posibilidad de que la Corte Constitucional inicie procesos de 
inconstitucionalidad de oficio, sino que habilita a la magistratura a examinar disposi-
ciones jurídicas no demandadas expresamente, pero siempre dentro de una causa ya 
iniciada por quien estuviera legitimado para tal efecto.

De ahí que, al menos según la Constitución, se trataría de una potestad de oficio 
parcial,40 debido a que la atribución no permite que la Corte inicie un proceso de con-
trol, sino que pueda ampliar su análisis a disposiciones no demandadas dentro de una 
acción ya incoada. El ámbito de esta facultad oficiosa, entonces, está concentrado en 
el grado de análisis de la Corte Constitucional, al poder ampliar su examen a disposi-
ciones normativas no demandadas por quien promovió determinada acción o proceso 
constitucional; mas no en cuanto al inicio de oficio, que, en la perspectiva constitucio-
nal, no estaría permitido.

Sin embargo, aquella determinación podría no ser exacta si analizamos una disposi-
ción legal poco explorada en nuestro esquema jurídico, pero que es sumamente pertinen-
te para nuestro estudio. Se trata del artículo 75 número 4 de la LOGJCC, que reconoce 
como una atribución de la Corte Constitucional: “4. Promover los procesos de incons-
titucionalidad abstracta, cuando con ocasión de un proceso constitucional, encuentre la 
incompatibilidad entre una disposición jurídica y las normas constitucionales”.

A primera vista, no es sencillo comprender el alcance de esta disposición legal, 
pues sería inoficioso que la Corte Constitucional promueva procesos de inconstitu-
cionalidad si posee la facultad para declarar inconstitucionales preceptos normativos 
por conexidad en los procesos constitucionales que son sometidos a su conocimiento. 

Contrario a la disposición constitucional del artículo 436 número 3, este precepto 
legal sí reconocería una atribución oficiosa amplia, ya que la Corte estaría habilita-
da para promover procesos de inconstitucionalidad. No obstante, su propósito en el 
sistema de control constitucional no es del todo claro por lo expresado en el párrafo 
precedente, pues ¿por qué la Corte Constitucional promovería un segundo proceso si 
ya existe uno en curso y la declaratoria de inconstitucionalidad podría ser dictada en 
este por conexidad?

40.	 Rafael Oyarte afirma: “la Corte Constitucional no puede iniciar de oficio el proceso constitucional sino 
que, en esta materia, puede ampliar su decisión a disposiciones no demandadas por el legitimado en acti-
va”. Acción de inconstitucionalidad (Quito: Corporación de Estudios y Publicaciones, 2021), 746.
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Esta compleja interrogante ha sido analizada por el profesor Juan Francisco Gue-
rrero, quien planteó una interpretación que procura compatibilizar la disposición 
constitucional y la legal, de modo que no se excluyan entre sí:

se debería permitir que se declare la inconstitucionalidad de las normas conexas de forma 
directa únicamente en los procedimientos de control abstracto de constitucionalidad. En 
los demás casos, procedería que la Corte promueva una acción de inconstitucionalidad al 
amparo de lo que establece el artículo 75 numeral 4 de la LOGJCC, con la peculiaridad 
anotada, de que la Corte en dichos casos, será juez y parte, evidenciado una vez más los 
inconvenientes de la actuación oficiosa del órgano encargado del control de constituciona-
lidad de un país.41

Este planteamiento es uno de los pocos esfuerzos académicos por dotar de conte-
nido a los artículos 436 número 3 de la Constitución y 75 número 4 de la LOGJCC, a 
fin de propiciar una lectura sistemática para entender cuál es el ámbito del control de 
oficio en esta materia.

REGULACIÓN PREVISTA EN LA SENTENCIA 1024-19-JP/21

Hasta el momento, se han dejado inconclusos varios planteamientos desarrollados 
en los acápites previos. Como se ha insistido, se procurará despejar todos ellos a base 
de lo dictaminado por la Corte Constitucional en la sentencia 1024-19-JP/21.

Se trata de un fallo dictado en el marco de un proceso de revisión de dos acciones 
de protección. Como se puede apreciar, no constituye una sentencia dictada en el 
ejercicio del control abstracto de constitucionalidad, sino que la decisión es expedida 
en aplicación de la potestad de revisión de sentencias en materia de garantías juris-
diccionales.42

La Corte Constitucional se refirió a la competencia atribuida en el artículo 75 nú-
mero 4 de la LOGJCC, esto es, a la potestad de promover procesos de inconstitucio-
nalidad, y consideró que cuando “resuelve un caso dentro del marco de sus competen-
cias le corresponde también garantizar la supremacía constitucional. De ahí que la ley 
reconozca la competencia para efectuar un control incidental de constitucionalidad”.43 

41.	 Guerrero, “Aproximación al control abstracto de constitucionalidad. La acción de inconstitucionalidad”, 
140-1.

42.	 Ecuador, Constitución de la República del Ecuador, arts. 86.5 y 436.6. Ley Orgánica de Garantías Juris-
diccionales y Control Constitucional, art. 25.

43.	 Ecuador, Corte Constitucional, Sentencia 1024-19-JP/21, 1 de septiembre de 2021, 27.
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Esta afirmación fue realizada porque la Corte encontró una “posible incompatibili-
dad” del artículo 94 de la Ley de Seguridad Social.

Posteriormente, la Corte desarrolló cinco reglas para el ejercicio de la atribución 
prevista en el artículo 75 número 4 de la LOGJCC:

1.	 Su ejercicio es excepcional, es decir, “solo cuando la resolución del caso depen-
da necesariamente del análisis de constitucionalidad”.44

2.	 Esta atribución iniciará de oficio en las acciones o procedimientos distintos a la 
acción de inconstitucionalidad.

3.	 La norma cuya constitucionalidad se duda debe tener relación directa con los 
hechos del caso. Al respecto, la Corte indicó que este examen procederá siem-
pre que la disposición sea: “necesaria para resolver el caso; su aplicación pro-
voca la vulneración de derechos que están siendo conocidos por la Corte; la 
norma que ha sido aplicada en el caso es incompatible con la Constitución; o la 
norma podría provocar situaciones análogas en casos futuros”.45

4.	 La Corte escuchará a quienes tienen atribuciones constitucionales para emitir la 
norma acusada y a la entidad encargada de aplicar la norma.

5.	 La Corte observará, en lo que fuere aplicable, los principios de otros procedi-
mientos de control constitucional iniciados a petición de parte.

Aquellas reglas, aunque se refieren expresamente a la atribución legal prevista 
en el artículo 75 número 4 de la LOGJCC y no de forma directa a la declaratoria por 
conexidad, sí permite responder varias de las inquietudes descritas en los acápites 
precedentes.

En primer lugar, en lo concerniente a los procesos en los que cabe la declaratoria 
de inconstitucionalidad por conexidad, la segunda regla daría a entender que sola-
mente será procedente en acciones de inconstitucionalidad; y que, en el resto de los 
procesos de competencia de la Corte Constitucional, se aplicaría el control incidental 
de oficio, al amparo del artículo 75 numeral 4 de la LOGJCC.

En otras palabras, si la Corte Constitucional encuentra una aparente inconstitu-
cionalidad por conexidad, podrá declararla solo si el proceso en el cual detectó la 
supuesta contradicción es una acción de inconstitucionalidad. En contraposición, si 
encuentra la aparente contradicción en otro tipo de acción o proceso, no podrá decla-
rar la inconstitucionalidad por conexidad, pero sí estará habilitada para iniciar un con-
trol incidental y de oficio. Esto despeja la primera inquietud planteada en este trabajo, 

44.	 Ibíd.
45.	 Ibíd.
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aunque, a mi juicio, debía ser extensiva a procesos de control de constitucionalidad 
abstracta, en general, y no solamente a acciones de inconstitucionalidad.

En segundo lugar, sobre cómo entender la conexidad, las reglas primera y tercera, 
sumado a lo dicho en el párrafo anterior, nos permiten comprender que la conexi-
dad tendrá lugar si se verifican los parámetros de unidad normativa previstos en la 
LOGJCC, pero serán aplicables, solamente, en los procesos de acciones de inconsti-
tucionalidad. Mientras que, en el resto de las atribuciones, la Corte podrá ejercer su 
control incidental y de oficio de constitucionalidad siempre que la resolución de un 
caso dependa necesariamente del análisis de constitucionalidad.

Lo dicho despeja la segunda interrogante planteada en este trabajo, sobre cómo 
entender la conexidad para que opere este control. Entonces, habrá conexidad en ac-
ciones de inconstitucionalidad al verificarse los requisitos legales de unidad norma-
tiva; en tanto que se habilitará el control incidental en las otras atribuciones de la 
Corte Constitucional si se desprende una real necesidad de efectuar un control por la 
relación directa entre la norma los hechos del caso.

En tercer lugar, en lo que atañe a la duda sobre el alcance de la potestad oficiosa, 
se puede concluir que la conexidad, aplicada únicamente en acciones de inconstitu-
cionalidad es una función parcialmente oficiosa, pues no permitiría el inicio de un 
nuevo proceso, sino que se amplíe el objeto de análisis de constitucionalidad y se 
puedan analizar preceptos normativos no demandados expresamente; mientras que el 
control previsto en el artículo 75 número 4 de la LOGJCC, que aplica en el resto de las 
atribuciones de la Corte a excepción de la acción de inconstitucionalidad, sí conlleva 
una excepción al principio general de inicio por demanda de parte, reconocido en el 
artículo 4 número 4 de la LOGJCC.

Finalmente, en la cuarta regla, la Corte Constitucional solventa una inquietud plan-
teada también en el presente trabajo. Antes se indicó que la declaratoria de inconsti-
tucionalidad en una acción o proceso en el cual, por regla general, no se discute una 
incompatibilidad normativa, como, por ejemplo, una garantía jurisdiccional, podía 
generar que el órgano que emitió la disposición jurídica no pueda participar en el 
proceso. Por este motivo, la Corte ha previsto como un imperativo que, en el control 
incidental, se notifique a quien expidió la norma; con ello, la autoridad emisora de la 
disposición jurídica podrá comparecer y ser escuchada previo a que la Corte Consti-
tucional adopte su decisión.

En síntesis, la Corte Constitucional dio una interpretación que tomó en conside-
ración su facultad constitucional para declarar la inconstitucionalidad de una norma 
jurídica de oficio y por conexidad y la atribución legal para promover procesos de 
inconstitucionalidad. Esta sentencia marca un hito en esta materia puesto que pretende 
ordenar sus atribuciones a fin de brindar certeza sobre su alcance y regulación.



FORO 38, julio-diciembre 2022

70 / FORO ISSN: 1390-2466; e-ISSN: 2631-2484

CONCLUSIONES

La declaratoria de inconstitucionalidad por conexidad es una herramienta nove-
dosa en nuestro esquema de justicia constitucional. Esta atribución constitucional se 
encuentra acompañada de una potestad legal que permitiría a la Corte Constitucional 
promover procesos de inconstitucionalidad.

La Corte Constitucional, en el año 2021, dotó de contenido a ambas atribuciones 
y formuló su posición respecto de las interrogantes que han sido identificadas en el 
presente trabajo. En la sentencia 1024-19-JP/21 se distinguió cuál sería el rol oficioso 
de la Corte Constitucional para declarar la inconstitucionalidad de disposiciones jurí-
dicas, dependiendo del tipo de proceso que conozca la magistratura.

En la referida decisión, se aclaró que la atribución legal prevista en el artículo 75 
número 4 de la LOGJCC consiste en un incidente de oficio que puede ser promovido 
por la Corte Constitucional si identifica una posible incompatibilidad normativa en 
el conocimiento de cualquier caso, a excepción de la acción de inconstitucionalidad. 
Esto debido a que en la acción de inconstitucionalidad podría operar la declaratoria 
por conexidad, lo cual tornaría inoficioso crear un incidente en una acción de esta 
naturaleza.

Así, también, la Corte Constitucional desarrolló parámetros para comprender en 
qué casos operaría el control oficioso vía incidente; y, finalmente, diseñó un procedi-
miento para que la autoridad emisora de la norma que será examinada, pueda compa-
recer e intervenir en el incidente, lo cual no era asegurado por la Corte Constitucional 
cuando, por ejemplo, declaraba la inconstitucionalidad por conexidad en una acción 
extraordinaria de protección, en la que la autoridad que expidió la norma no era toma-
da en cuenta o, inclusive, ni siquiera sabía que la resolución de una garantía jurisdic-
cional podría concluir la inconstitucionalidad de una norma.

Los esfuerzos de la Corte Constitucional por compatibilizar dos figuras jurídicas 
poco analizadas y que inclusive podrían presentarse como contradictorias son necesa-
rios para un adecuado entendimiento de nuestro sistema de control constitucional. De 
hecho, llama la atención que hayan transcurrido prácticamente trece años desde que 
entró en vigor la Constitución y doce años la LOGJCC y que ninguna conformación 
anterior de la Corte se haya preocupado por desarrollar criterios y pautas objetivas 
para el ejercicio de estas atribuciones.

Los parámetros desarrollados por la Corte Constitucional marcan un hito para 
analizar y evaluar la eficacia de institutos del control de constitucionalidad poco es-
tudiados. Más allá de que habrá que evaluar las reglas expedidas por la Corte Cons-
titucional a fin de revisar su repercusión práctica e identificar sus puntos que puedan 
perfeccionarse; la sentencia contribuye para clarificar sobre sus competencias oficio-
sas e iniciar una discusión sobre herramientas poco profundizadas en nuestro medio. 
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Vale señalar que la Corte Constitucional ya hizo uso del control incidental en la sen-
tencia 1965-18-EP/21,46 sobre la omisión en que habría incurrido el legislador sobre 
el doble conforme.
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